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T	E	M	A	R	I	O

Bloque	I.	Derecho	Constitucional	y	Administrativo

Tema	1.‐	La	Constitución	Española	de	1978.	Estructura	y	contenido.	Título	preliminar.	Título	I.
Derechos	y	deberes	fundamentales.

Tema	2.‐	La	Ley	40/2015,	de	1	de	octubre,	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público.	Disposiciones
generales.	Los	órganos	de	las	Administraciones	Públicas.

Tema	3.‐	La	Ley	40/2015,	de	1	de	octubre.	Funcionamiento	electrónico	del	sector	público.

Tema	4.‐	La	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	 las
Administraciones	 Públicas.	 De	 los	 interesados	 en	 el	 procedimiento.	 De	 la	 actividad	 de	 las
Administraciones	Públicas.

Tema	5.‐	La	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	 las
Administraciones	Públicas.	De	los	actos	administrativos.

Tema	6.‐	La	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	 las
Administraciones	Públicas.	 Inicio	del	procedimiento	a	solicitud	del	 interesado.	 Instrucción	y
finalización	del	procedimiento	administrativo.

Tema	7.‐	La	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	 las
Administraciones	Públicas.	De	la	revisión	de	los	actos	en	vía	administrativa.

Bloque	II.	Gestión	de	Personal

Tema	8.‐	Real	Decreto	Legislativo	5/2015,	de	30	de	octubre,	por	el	que	se	aprueba	el	 texto
refundido	de	la	Ley	del	Estatuto	Básico	del	Empleado	Público.	Las	clases	de	Personal.

Tema	9.‐.	Real	Decreto	Legislativo	5/2015,	de	30	de	octubre,	por	el	que	se	aprueba	el	 texto
refundido	de	la	Ley	del	Estatuto	Básico	del	Empleado	Público.	Derechos	y	deberes.	Código	de
conducta	de	los	empleados	públicos.

Tema	10.‐.	Real	Decreto	Legislativo	5/2015,	de	30	de	octubre,	por	el	que	se	aprueba	el	texto
refundido	 de	 la	 Ley	 del	 Estatuto	 Básico	 del	 Empleado	 Público.	 Adquisición	 y	 pérdida	 de	 la
relación	de	servicio.

Tema	11.‐	Real	Decreto	Legislativo	5/2015,	de	30	de	octubre,	por	el	que	se	aprueba	el	texto
refundido	de	la	Ley	del	Estatuto	Básico	del	Empleado	Público.	Régimen	disciplinario.



Bloque	III.	Gestión	Universitaria

Tema	12.‐	Ley	Orgánica	de	Universidades.	De	las	funciones	y	autonomía	de	las	universidades.	De
la	naturaleza,	creación,	reconocimiento	y	régimen	jurídico	de	las	Universidades.

Tema	13.‐	Ley	Orgánica	de	Universidades.	De	la	estructura	de	las	Universidades.	Del	Gobierno
y	representación	de	las	Universidades.

Tema	14.‐	Ley	Orgánica	de	Universidades.	De	los	estudiantes.	Del	profesorado.	Del	personal	de
administración	y	servicios	de	las	Universidades	Públicas.

Tema	15.‐	Los	Estatutos	de	la	Universidad	de	Cádiz.	Naturaleza,	Funciones,	Principios	y	Fines	de
la	Universidad	de	Cádiz.

Tema	16.‐	Los	Estatutos	de	la	Universidad	de	Cádiz.	Del	régimen	económico	y	financiero.	Normas
de	Ejecución	del	Presupuesto	de	la	Universidad	de	Cádiz:	El	presupuesto	de	la	Universidad	de
Cádiz,	los	créditos	y	sus	modificaciones,	ejecución	del	Presupuesto.

Tema	 17.‐	 El	 Tercer	 Plan	 Estratégico	 de	 la	 Universidad	 de	 Cádiz:	 Misión,	 visión	 y	 valores;
dimensiones	y	objetivos.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	.	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO.
TÍTULO	PRELIMINAR.	TÍTULO	I:	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez cerrado el texto de la Constitución por las Cortes Generales el 31 de octubre de 1978, mediante Real
Decreto 2550/1978 se convocó el Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo
lugar el 6 de diciembre siguiente. Se llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978.
El Proyecto fue aprobado por el 87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	ANTECEDENTES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO	DE	LA	CONSTITUCIÓN

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.
DISPOSICIONES	GENERALES.	LOS	ÓRGANOS	DE	LAS	AA.PP.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- ESTRUCTURA

Mediante Ley 40/2015 se ha regulado el Régimen Jurídico del Sector Público, cuya entrada en vigor se
produjo -como la Ley 39/2015- el 2 de octubre de 2016. Tiene 158 artículos, con la siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector
público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos
Sección 2.ª Competencia
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento
Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado

Sección 4.ª Abstención y recusación

CAPÍTULO III. Principios de la potestad sancionadora
CAPÍTULO IV. De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas
Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones
Públicas

CAPÍTULO V. Funcionamiento electrónico del sector público
CAPÍTULO VI. De los convenios

• TÍTULO I. Administración General del Estado

CAPÍTULO I. Organización administrativa
CAPÍTULO II. Los Ministerios y su estructura interna
CAPÍTULO III. Órganos territoriales
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TEMA	3.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.
FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO.

1.‐	FUNCIONAMIENTO	ELECTRÓNICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

La sede electrónica.- La sede electrónica es aquella dirección electrónica, disponible para los ciudadanos a
través de redes de telecomunicaciones, cuya titularidad corresponde a una Administración Pública, o
bien a una o varios organismos públicos o entidades de Derecho Público en el ejercicio de sus competen-
cias.

El establecimiento de una sede electrónica conlleva la responsabilidad del titular respecto de la integri-
dad, veracidad y actualización de la información y los servicios a los que pueda accederse a través de la
misma.

Cada Administración Pública determinará las condiciones e instrumentos de creación de las sedes
electrónicas, con sujeción a los principios de transparencia, publicidad, responsabilidad, calidad, seguri-
dad, disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad. En todo caso deberá garantizarse la
identificación del órgano titular de la sede, así como los medios disponibles para la formulación de
sugerencias y quejas.

Las sedes electrónicas dispondrán de sistemas que permitan el establecimiento de comunicaciones
seguras siempre que sean necesarias.

La publicación en las sedes electrónicas de informaciones, servicios y transacciones respetará los
principios de accesibilidad y uso de acuerdo con las normas establecidas al respecto, estándares abiertos
y, en su caso, aquellos otros que sean de uso generalizado por los ciudadanos.

Las sedes electrónicas utilizarán, para identificarse y garantizar una comunicación segura con las
mismas, certificados reconocidos o cualificados de autenticación de sitio web o medio equivalente.

Portal de internet.- Se entiende por portal de internet el punto de acceso electrónico cuya titularidad corres-
ponda a una Administración Pública, organismo público o entidad de Derecho Público que permite el
acceso a través de internet a la información publicada y, en su caso, a la sede electrónica correspondien-
te.

Sistemas de identificación de las Administraciones Públicas.- Las Administraciones Públicas podrán identifi-
carse mediante el uso de un sello electrónico basado en un certificado electrónico reconocido o cualifica-
do que reúna los requisitos exigidos por la legislación de firma electrónica. Estos certificados electróni-
cos incluirán el número de identificación fiscal y la denominación correspondiente, así como, en su caso,
la identidad de la persona titular en el caso de los sellos electrónicos de órganos administrativos. La
relación de sellos electrónicos utilizados por cada Administración Pública, incluyendo las características
de los certificados electrónicos y los prestadores que los expiden, deberá ser pública y accesible por
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TEMA	4.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	LOS	INTERESADOS	EN	EL

PROCEDIMIENTO.	LA	ACTIVIDAD	DE	LAS	AA.PP.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.- CONTENIDO Y ESTRUCTURA

El art. 103 de la Constitución dispone que “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras más de veinte años de vigencia de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, recientemente el poder legislativo ha llevado a cabo una reforma
del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las relaciones «ad	extra» (hacia
afuera) y «ad	intra» (hacia dentro) de las Administraciones Públicas. Para ello se han impulsado simultánea-
mente dos nuevas leyes que constituirán los pilares sobre los que se asentará en adelante el Derecho admi-
nistrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Ley
39/2015), y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público (Ley 40/2015).

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas constituye el
primero de estos dos ejes, al establecer una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad	extra»
entre las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela
y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los intere-
sados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa. Queda así
reunido en cuerpo legislativo único la regulación de las relaciones «ad extra» de las Administraciones con
los ciudadanos como ley administrativa de referencia que se ha de complementar con todo lo previsto en la
normativa presupuestaria respecto de las actuaciones de las Administraciones Públicas, destacando especial-
mente lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la
Ley 47/2003, General Presupuestaria, y la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

La Ley se estructura en siete títulos, con el siguiente contenido:

TÍTULO PRELIMINAR.- El título preliminar, de disposiciones generales, aborda el ámbito objetivo y subjetivo
de la Ley. Entre sus principales novedades, cabe señalar, la inclusión en el objeto de la Ley, con carácter
básico, de los principios que informan el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria
de las Administraciones. Se prevé la aplicación de lo previsto en esta Ley a todos los sujetos comprendi-
dos en el concepto de Sector Público, si bien las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su
normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas y supletoria-
mente por esta Ley.
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TEMA	5.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	ACTOS	ADMINISTRATIVOS:	REQUISITOS	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

Producción y contenido.- Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio
o a instancia del interesado, se producirán por el órgano competente ajustándose a los requisitos y al
procedimiento establecido.

El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado y
adecuado a los fines de aquéllos.

Motivación.- Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.

b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos,
recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los que declaren su inadmisión.

c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos
consultivos.

d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de
medidas provisionales.

e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y de realización de
actuaciones complementarias.

f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados.

g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad material de continuarlo
por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el desistimiento por la Administración en procedi-
mientos iniciados de oficio.

h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así como los actos que
resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de responsabilidad patrimonial.

i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en
virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.

La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva
se realizará de conformidad con lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo,
en todo caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte.
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TEMA	6.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	INICIO	DEL	PROCEDIMIENTO
A	SOLICITUD	DEL	INTERESADO.	INSTRUCCIÓN	Y	FINALIZACIÓN

DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO

1.1.- CONCEPTO Y NATURALEZA

DEFINICIÓN DE PROCEDIMIENTO: La definición habitual puede ser bien el método para ejecutar algunas
cosas, o bien la actuación que se lleva a cabo mediante trámites administrativos o judiciales.

DEFINICIÓN DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: La Exposición de Motivos de la Ley de Procedimiento
Administrativo de 1958 lo definió como “cauce	formal	de	la	serie	de	actos	en	que	se	concreta	la	actuación
administrativa	para	la	realización	de	un	fin”.	Y de una forma más concisa, el artículo 105.c) de la Consti-
tución lo define indirectamente como “procedimiento	a	través	del	cual	deben	producirse	los	actos	adminis‐
trativos”.

Actualmente la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Adminis-
traciones Públicas, lo define como el conjunto ordenado de trámites y actuaciones formalmente realiza-
das, según el cauce legalmente previsto, para dictar un acto administrativo o expresar la voluntad de la
Administración.

El procedimiento administrativo es, en definitiva, la forma en que han de producirse los actos adminis-
trativos, que deberán ajustarse al procedimiento establecido. Como consecuencia de los pasos y resulta-
dos obtenidos en las distintas fases del procedimiento se forma un expediente, en el que figuran los
diferentes documentos generados, que habitualmente son escritos. El expediente será la base que
permitirá llegar a una resolución final, que contiene la decisión de la Administración.

CONCEPTO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN.- El artículo 149.1.18. de la Constitución
distingue entre las bases del régimen jurídico de las administraciones públicas, que habrán de garantizar
al administrado un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio
de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas y el sistema
de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas.

La Ley 39/2015 recoge esta concepción constitucional de distribución de competencias y regula el
procedimiento administrativo común, de aplicación general a todas las Administraciones Públicas y fija
las garantías mínimas de los ciudadanos respecto de la actividad administrativa. Esta regulación no agota
las competencias estatales o autonómicas de establecer procedimientos específicos por razón de la
materia que deberán respetar, en todo caso, estas garantías. La Constitución establece la competencia
de las Comunidades Autónomas para establecer las especialidades derivadas de su organización propia
pero además, como ha señalado la jurisprudencia constitucional, no se puede disociar la norma sustanti-
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TEMA	7.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	LA	REVISIÓN	DE

LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA.

1.‐	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La relación jurídica que liga a la Administración con el ciudadano está presidida por una idea de prerrogativa
favorable a la Administración, en razón de los intereses generales que tutela. Para garantizar la igualdad en
las relaciones entre la Administración y los ciudadanos se han creado, básicamente, tres técnicas: el procedi-
miento administrativo, el sistema de recursos, y el control de la legalidad por jueces y Tribunales.

La revisión de un acto administrativo puede ser promovida por tanto por un ciudadano, en sentido amplio,
como por una Administración Pública distinta de la autora del acto, o por la Administración autora del acto,
en cuanto gestora directa del interés general. En este último caso estamos en presencia de lo que se llama
revisión de oficio, que incluye la revisión de actos nulos y la revisión de actos anulables. En el primer caso
(revisión promovida por un ciudadano), y dentro de la vía administrativa, estaríamos ante los llamados
recursos administrativos.

1.2.- LA REVISIÓN DE OFICIO

Revisión de disposiciones y actos nulos.- Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciati-
va propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los
actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en
plazo, en los supuestos de nulidad de pleno derecho.

Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable
del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán
declarar la nulidad de las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras
disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las que
establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos
individuales.

El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite
de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de
Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las
causas de nulidad de pleno derecho o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto
de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.
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TEMA	8.‐	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO.	LAS	CLASES	DE	PERSONAL.

1.‐	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO

1.1.- RÉGIMEN JURÍDICO DEL PERSONAL AL SERVICIO DE LAS AA.PP.

La Constitución Española de 1978 establece  en su artículo 103.3 una reserva de ley para regular:

-El estatuto de los funcionarios públicos que ha de contener sus derechos y deberes,

-El acceso a la Función Pública, cuyos sistemas han de responder a los principios de mérito y capacidad,

-Las peculiaridades del ejercicio del derecho a sindicación de los funcionarios públicos,

-Sus sistemas de incompatibilidades y las demás garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus
funciones.

Esto significa que todas estas materias han de ser reguladas por norma con rango formal de Ley, sin que
puedan ser reguladas por una norma reglamentaria. Asimismo, el artículo 149.1.18 de la Constitución
establece como competencia exclusiva del Estado la de determinar las bases del régimen jurídico de las
AA.PP. y del régimen estatutario de sus funcionarios, que en todo caso garantizarán a los administrados un
tratamiento común ante ellas. Como consecuencia de lo establecido en este artículo se dictó lal Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública, que ha estado vigente en su mayor parte
hasta el Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril, que contuvo la
normativa común al conjunto de los funcionarios de todas las Administraciones Públicas, más las normas
legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio, dando verdadero cumplimiento a lo estableci-
do en el artículo 103.3 de la Constitución .

Como consecuencia de las diferentes modificaciones posteriores introducidas en el texto original de la citada
Ley, se ha aprobado un texto refundido que unifica e integra en un único texto legal las citadas modificacio-
nes, derogando -entre otras- a la propia Ley 7/2007, de 12 de abril, norma que ha sido el Real Decreto
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico
del Empleado Público (en adelante EBEP).

El EBEP establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo público,
empezando por el de servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad primordial de cual-
quier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano recibe de la
Administración.

El Estatuto Básico contiene aquello que es común al conjunto de los funcionarios de todas las Administracio-
nes Públicas, más las normas legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio. Partiendo del
principio constitucional de que el régimen general del empleo público en nuestro país es el funcionarial,
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TEMA	9.‐.	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO.	DERECHOS
Y	DEBERES.	CÓDIGO	DE	CONDUCTA	DE	LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS.

1.‐	DERECHOS	DE	LOS	EMPLEADOS	PÚBLICOS

1.1.‐	DERECHOS	INDIVIDUALES	Y	COLECTIVOS

Derechos	individuales.‐	Los	empleados	públicos	tienen	los	siguientes	derechos	de	carácter	individual	en
correspondencia	con	la	naturaleza	jurídica	de	su	relación	de	servicio:

a)	A	la	inamovilidad	en	la	condición	de	funcionario	de	carrera.

b)	Al	desempeño	efectivo	de	las	funciones	o	tareas	propias	de	su	condición	profesional	y	de	acuerdo	con
la	progresión	alcanzada	en	su	carrera	profesional.

c)	A	la	progresión	en	la	carrera	profesional	y	promoción	interna	según	principios	constitucionales	de
igualdad,	mérito	y	capacidad	mediante	la	implantación	de	sistemas	objetivos	y	transparentes	de	evalua‐
ción.

d)	A	percibir	las	retribuciones	y	las	indemnizaciones	por	razón	del	servicio.

e)	A	participar	en	la	consecución	de	los	objetivos	atribuidos	a	la	unidad	donde	preste	sus	servicios	y	a
ser	informado	por	sus	superiores	de	las	tareas	a	desarrollar.

f)	A	la	defensa	jurídica	y	protección	de	la	Administración	Pública	en	los	procedimientos	que	se	sigan	ante
cualquier	 orden	 jurisdiccional	 como	 consecuencia	 del	 ejercicio	 legítimo	 de	 sus	 funciones	 o	 cargos
públicos.

g)	A	la	formación	continua	y	a	la	actualización	permanente	de	sus	conocimientos	y	capacidades	profesio‐
nales,	preferentemente	en	horario	laboral.

h)	Al	 respeto	de	 su	 intimidad,	 orientación	 e	 identidad	 sexual,	 expresión	de	 género,	 características
sexuales,	propia	imagen	y	dignidad	en	el	trabajo,	especialmente	frente	al	acoso	sexual	y	por	razón	de
sexo,	de	orientación	e	identidad	sexual,	expresión	de	género	o	características	sexuales,	moral	y	laboral.

i)	A	la	no	discriminación	por	razón	de	nacimiento,	origen	racial	o	étnico,	género,	sexo	u	orientación	e
identidad	sexual,	expresión	de	género,	características	sexuales,	religión	o	convicciones,	opinión,	discapa‐
cidad,	edad	o	cualquier	otra	condición	o	circunstancia	personal	o	social.

j)	A	la	adopción	de	medidas	que	favorezcan	la	conciliación	de	la	vida	personal,	familiar	y	laboral.
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TEMA		10.‐.	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO.
ADQUISICIÓN	Y	PÉRDIDA	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO.

1.‐	ACCESO	AL	EMPLEO	PÚBLICO	Y	ADQUISICIÓN	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO

Principios	rectores.‐	Todos	los	ciudadanos	tienen	derecho	al	acceso	al	empleo	público	de	acuerdo	con	los
principios	constitucionales	de	igualdad,	mérito	y	capacidad,	y	de	acuerdo	con	lo	previsto	en	el	presente
Estatuto	y	en	el	resto	del	ordenamiento	jurídico.

Las	Administraciones	Públicas,	entidades	y	organismos	públicos	seleccionarán	a	su	personal	funcionario
y	laboral	mediante	procedimientos	en	los	que	se	garanticen	los	principios	constitucionales	antes	expre‐
sados,	así	como	los	establecidos	a	continuación:

a)	Publicidad	de	las	convocatorias	y	de	sus	bases.
b)	Transparencia.
c)	Imparcialidad	y	profesionalidad	de	los	miembros	de	los	órganos	de	selección.
d)	Independencia	y	discrecionalidad	técnica	en	la	actuación	de	los	órganos	de	selección.
e)	Adecuación	entre	el	contenido	de	los	procesos	selectivos	y	las	funciones	o	tareas	a	desarrollar.
f)	Agilidad,	sin	perjuicio	de	la	objetividad,	en	los	procesos	de	selección.

Requisitos	generales.‐	Para	poder	participar	en	los	procesos	selectivos	será	necesario	reunir	los	siguientes
requisitos:

a)	Tener	la	nacionalidad	española,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	siguiente.

b)	Poseer	la	capacidad	funcional	para	el	desempeño	de	las	tareas.

c)	Tener	cumplidos	dieciséis	años	y	no	exceder,	en	su	caso,	de	la	edad	máxima	de	jubilación	forzosa.
Sólo	por	ley	podrá	establecerse	otra	edad	máxima,	distinta	de	la	edad	de	jubilación	forzosa,	para	el
acceso	al	empleo	público.

d)	No	haber	sido	separado	mediante	expediente	disciplinario	del	servicio	de	cualquiera	de	las	Admi‐
nistraciones	Públicas	o	de	los	órganos	constitucionales	o	estatutarios	de	las	Comunidades	Autónomas,
ni	 hallarse	 en	 inhabilitación	 absoluta	 o	 especial	 para	 empleos	 o	 cargos	públicos	por	 resolución
judicial,	para	el	acceso	al	cuerpo	o	escala	de	funcionario,	o	para	ejercer	funciones	similares	a	las	que
desempeñaban	en	el	caso	del	personal	laboral,	en	el	que	hubiese	sido	separado	o	inhabilitado.	En	el
caso	de	ser	nacional	de	otro	Estado,	no	hallarse	inhabilitado	o	en	situación	equivalente	ni	haber	sido
sometido	a	sanción	disciplinaria	o	equivalente	que	impida,	en	su	Estado,	en	los	mismos	términos	el
acceso	al	empleo	público.

e)	Poseer	la	titulación	exigida.
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TEMA	11.‐	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO.
RÉGIMEN	DISCIPLINARIO.

1.‐	INTRODUCCIÓN

La	integración	de	cualquier	persona	en	una	estructura	organizativa,	con	independencia	del	tipo	de	organiza‐
ción	de	que	se	trate,	exige	su	sometimiento	a	las	reglas	que	regulan,	en	el	más	amplio	sentido	de	la	expresión,
su	funcionamiento,	la	potestad	disciplinaria	viene	a	ser	la	capacidad	que	ostenta	quien	dirige	la	estructura
organizativa	para	castigar	las	conductas	de	aquellos	que	las	contravienen,	sobre	la	base	de	que	con	ellas
eventualmente	se	puede	poner	en	peligro	o	llegar	a	perjudicar	la	propia	consecución	de	los	objetivos	que
justifican	la	existencia	misma	de	la	organización.

El	régimen	disciplinario	de	los	funcionarios	forma	parte	del	estatuto	funcionarial	al	que	alude	el	artículo
103.3	de	la	Constitución,	por	lo	que,	teniendo	en	cuenta	las	limitaciones	derivadas	de	la	reserva	competencial
que	realiza	el	artículo	149.1.18		de	la	Constitución	a	favor	del	Estado	en	materia	de	función	pública,	a	éste
le	 corresponde	 establecer	 las	 bases	del	marco	 jurídico	disciplinario	de	 los	 funcionarios.	Resultado	del
ejercicio	de	los	títulos	competenciales	de	referencia,	los	artículos	93	a	98	del	Estatuto	Básico	del	Empleado
Público	contienen	normas	de	tres	tipos:

‐Normas	delimitadoras	del	ámbito	de	aplicación
‐Normas	sustantivas
‐Normas	procedimentales

El	procedimiento	disciplinario	está	regulado	por	el	Real	Decreto	33/1986,	de	10	de	enero,	por	el	que	se
aprueba	el	Reglamento	de	Régimen	Disciplinario	de	los	Funcionarios	de	la	Administración	del	Estado,	de
aplicación	supletoria	a	todas	las	AA.PP.	que	no	cuenten	con	regulación	específica	sobre	la	materia.

Respecto	del	personal	laboral,	el	procedimiento	disciplinario	está	regulado	en	los	Convenios	Colectivos	que
resulten	de	aplicación.,	con	sujeción	a	los	principios	generales	establecidos	en	el	art.	58	del	Estatuto	de	los
Trabajadores,	sobre	faltas	y	sanciones	de	los	trabajadores.

2.‐	REGULACIÓN	DEL	RÉGIMEN	DISCIPLINARIO	EN	EL	EBEP

Responsabilidad	disciplinaria.‐	Los	funcionarios	públicos	y	el	personal	laboral	quedan	sujetos	al	régimen
disciplinario	establecido	en	el	presente	título	y	en	las	normas	que	las	leyes	de	Función	Pública	dicten	en
desarrollo	de	este	Estatuto.

Los	funcionarios	públicos	o	el	personal	laboral	que	indujeren	a	otros	a	la	realización	de	actos	o	conductas
constitutivos	de	falta	disciplinaria	incurrirán	en	la	misma	responsabilidad	que	éstos.

Igualmente,	incurrirán	en	responsabilidad	los	funcionarios	públicos	o	personal	laboral	que	encubrieren
las	faltas	consumadas	muy	graves	o	graves,	cuando	de	dichos	actos	se	derive	daño	grave	para	la	Admi‐
nistración	o	los	ciudadanos.
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TEMA	12.‐	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDADES.	FUNCIONES	Y	AUTONOMÍA	DE
LAS	UNIVERSIDADES.	NATURALEZA,	CREACIÓN,	RECONOCIMIENTO

Y	RÉGIMEN	JURÍDICO	DE	LAS	UNIVERSIDADES.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDADES

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	Ley	Orgánica	6/2001,	de	21	de	diciembre,	de	Universidades,	sustituyó	a	la	Ley	Orgánica	11/1983,	de	25
de	agosto,	de	Reforma	Universitaria,	que	se	dictó	en	su	momento	en	desarrollo	de	lo	dispuesto	en	el	art.
27.10	de	la	Constitución,	al	reconocer	la	autonomía	de	las	Universidades	en	los	términos	que	la	ley	establez‐
ca.

La	Ley	Orgánica	6/2001	nació	con	el	propósito	de	impulsar	la	acción	de	la	Administración	General	del	Estado
en	la	vertebración	y	cohesión	del	sistema	universitario,	de	profundizar	las	competencias	de	las	Comunidades
Autónomas	en	materia	de	enseñanza	superior,	de	incrementar	el	grado	de	autonomía	de	las	Universidades,
y	de	establecer	los	cauces	necesarios	para	fortalecer	las	relaciones	y	vinculaciones	recíprocas	entre	Universi‐
dad	y	sociedad.

Es	una	Ley	de	la	sociedad	para	la	Universidad,	en	la	que	ambas	dispondrán	de	los	mecanismos	adecuados
para	intensificar	su	necesaria	y	fructífera	colaboración.	Constituye	así	el	marco	adecuado	para	vincular	la
autonomía	universitaria	con	la	rendición	de	cuentas	a	la	sociedad	que	la	impulsa	y	la	financia.	Y	es	el	escena‐
rio	normativo	idóneo	para	que	la	Universidad	responda	a	la	sociedad,	potenciando	la	formación	e	investiga‐
ción	de	excelencia,	tan	necesarias	en	un	espacio	universitario	español	y	europeo	que	confía	en	su	capital
humano	como	motor	de	su	desarrollo	cultural,	político,	económico	y	social.

La	Ley	articula	los	distintos	niveles	competenciales,	los	de	las	Universidades,	las	Comunidades	Autónomas
y	la	Administración	General	del	Estado.	Diseña	un	mayor	autogobierno	de	las	Universidades	y	supone	un
incremento	del	compromiso	de	las	CC.AA.,	lo	que	implica	para	las	primeras	una	mayor	eficiencia	en	el	uso
de	los	recursos	públicos	y	nuevas	atribuciones	de	coordinación	y	gestión	para	las	segundas.	Esto	implica
dotar	de	nuevas	competencias	a	las	Universidades	y	a	las	Comunidades	Autónomas	respecto	a	la	anterior
legislación,	con	el	objetivo	de	plasmar	en	el	texto	de	forma	inequívoca	la	confianza	de	la	sociedad	en	sus
Universidades	y	la	responsabilidad	de	éstas	ante	sus	respectivas	Administraciones	educativas.

También	es	objetivo	irrenunciable	de	la	Ley	la	mejora	de	la	calidad	del	sistema	universitario	en	su	conjunto
y	en	todas	y	cada	una	de	sus	vertientes.	Se	profundiza,	por	tanto,	en	la	cultura	de	la	evaluación	mediante	la
creación	de	la	Agencia	Nacional	de	Evaluación	de	la	Calidad	y	Acreditación	y	se	establecen	nuevos	mecanis‐
mos	para	el	fomento	de	la	excelencia:	mejorar	la	calidad	de	la	docencia	y	la	investigación,	a	través	de	un
nuevo	sistema	objetivo	y	transparente,	que	garantice	el	mérito	y	la	capacidad	en	la	selección	y	el	acceso	del
profesorado,	y	mejorar,	asimismo,	la	calidad	de	la	gestión,	mediante	procedimientos	que	permitirán	resolver
con	agilidad	y	eficacia	las	cuestiones	de	coordinación	y	administración	de	la	Universidad.
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TEMA	13.‐	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDADES.	LA	ESTRUCTURA	DE
LAS	UNIVERSIDADES.	EL	GOBIERNO	Y	REPRESENTACIÓN	DE	LAS	UNIVERSIDADES.

1.‐	ESTRUCTURA	DE	LAS	UNIVERSIDADES

Centros	y	estructuras.‐	Las	Universidades	públicas	estarán	integradas	por	Escuelas,	Facultades,	Departamen‐
tos,	Institutos	Universitarios	de	Investigación,	Escuelas	de	Doctorado	y	por	aquellos	otros	centros	o
estructuras	necesarios	para	el	desempeño	de	sus	funciones.

Facultades,	escuelas	y	escuelas	de	doctorado.‐	Las	escuelas	y	facultades	son	los	centros	encargados	de	la
organización	de	las	enseñanzas	y	de	los	procesos	académicos,	administrativos	y	de	gestión	conducentes
a	la	obtención	de	títulos	de	grado.	Podrán	impartir	también	enseñanzas	conducentes	a	la	obtención	de
otros	títulos,	así	como	llevar	a	cabo	aquellas	otras	funciones	que	determine	la	universidad.

La	creación,	modificación	y	supresión	de	dichos	centros,	así	como	la	implantación	y	supresión	de	las
enseñanzas	conducentes	a	la	obtención	de	títulos	universitarios	de	carácter	oficial	y	validez	en	todo	el
territorio	nacional,	serán	acordadas	por	 la	Comunidad	Autónoma,	bien	por	propia	 iniciativa,	con	el
acuerdo	del	Consejo	de	Gobierno	de	 la	universidad,	bien	por	 iniciativa	de	 la	universidad	mediante
propuesta	del	Consejo	de	Gobierno,	en	ambos	casos	con	informe	previo	favorable	del	Consejo	Social.

De	la	creación,	modificación	y	supresión	de	dichos	centros,	así	como	la	implantación	y	supresión	de	las
enseñanzas	conducentes	a	la	obtención	de	títulos	universitarios	de	carácter	oficial	y	validez	en	todo	el
territorio	nacional	será	informada	la	Conferencia	General	de	Política	Universitaria.

Las	escuelas	de	doctorado	son	unidades	creadas	por	una	o	varias	universidades,	por	sí	mismas	o	en
colaboración	con	otros	organismos,	 centros,	 instituciones	y	entidades	 con	actividades	de	 I	+	D	+	 i,
nacionales	o	extranjeras,	que	tienen	por	objeto	fundamental	la	organización,	dentro	de	su	ámbito	de
gestión,	del	doctorado	en	una	o	varias	ramas	de	conocimiento	o	con	carácter	interdisciplinar.

Las	universidades	podrán	crear	escuelas	de	doctorado	de	acuerdo	con	lo	previsto	en	su	propia	normativa
y	en	la	de	la	respectiva	Comunidad	Autónoma.	Su	creación	deberá	ser	notificada	al	Ministerio	de	Educa‐
ción,	a	efectos	de	su	inscripción	en	el	Registro	de	Universidades,	Centros	y	Títulos.

Departamentos.‐	Los	departamentos	son	las	unidades	de	docencia	e	investigación	encargadas	de	coordinar
las	enseñanzas	de	uno	o	varios	ámbitos	del	conocimiento	en	uno	o	varios	centros,	de	acuerdo	con	la
programación	docente	de	la	universidad,	de	apoyar	las	actividades	e	iniciativas	docentes	e	investigado‐
ras	del	profesorado,	y	de	ejercer	aquellas	otras	funciones	que	sean	determinadas	por	los	estatutos.

La	creación,	modificación	y	supresión	de	departamentos	corresponde	a	la	universidad,	conforme	a	sus
estatutos.
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TEMA	14.‐	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDADES.	LOS	ESTUDIANTES.
EL	PROFESORADO.	EL	PERSONAL	DE	ADMINISTRACIÓN	Y

SERVICIOS	DE	LAS	UNIVERSIDADES	PÚBLICAS.

1.‐	LOS	ESTUDIANTES

Acceso	a	la	Universidad.‐	El	estudio	en	la	Universidad	es	un	derecho	de	todos	los	españoles	en	los	términos
establecidos	en	el	ordenamiento	jurídico.

Para	el	acceso	a	la	Universidad	será	necesario	estar	en	posesión	del	título	de	bachiller	o	equivalente.

Corresponde	al	Gobierno,	previo	informe	de	la	Conferencia	General	de	Política	Universitaria,	establecer
las	normas	básicas	para	la	admisión	de	los	estudiantes	que	soliciten	ingresar	en	los	centros	universita‐
rios,	siempre	con	respeto	a	los	principios	de	igualdad,	mérito	y	capacidad,	y	en	todo	caso	de	acuerdo	con
lo	indicado	en	el	artículo	38	de	la	Ley	Orgánica	2/2006,	de	Educación,	sobre	admisión	a	las	enseñanzas
universitarias	oficiales	de	grado	desde	el	título	de	Bachiller	o	equivalente.

Para	 facilitar	 la	 actualización	de	 la	 formación	y	 la	 readaptación	profesionales	 y	 la	plena	y	 efectiva
participación	en	la	vida	cultural,	económica	y	social,	el	Gobierno,	previo	informe	del	Consejo	de	Universi‐
dades,	regulará	los	procedimientos	para	el	acceso	a	la	universidad	de	quienes,	acreditando	una	determi‐
nada	experiencia	laboral	o	profesional,	no	dispongan	de	la	titulación	académica	legalmente	requerida
al	efecto	con	carácter	general.	A	este	sistema	de	acceso,	que	permitirá	el	ingreso	en	cualquier	universi‐
dad,	centro	y	enseñanza,	podrán	acogerse	también,	en	las	condiciones	que	al	efecto	se	establezcan,
quienes,	no	pudiendo	acreditar	dicha	experiencia,	hayan	superado	una	determinada	edad.

Oferta	de	plazas	en	las	Universidades	públicas.‐	Las	Comunidades	Autónomas	efectuarán	la	programación
de	la	oferta	de	enseñanzas	de	las	Universidades	públicas	de	su	competencia	y	sus	distintos	centros,	de
acuerdo	con	ellas	y	conforme	a	los	procedimientos	que	establezcan.

La	oferta	de	plazas	se	comunicará	a	la	Conferencia	General	de	Política	Universitaria	para	su	estudio	y
determinación	de	la	oferta	general	de	enseñanzas	y	plazas,	que	será	publicada	en	el	BOE.

Los	poderes	públicos	desarrollarán,	en	el	marco	de	la	programación	general	de	la	enseñanza	universita‐
ria,	una	política	de	inversiones	tendente	a	adecuar	la	capacidad	de	los	centros	a	la	demanda	social,
teniendo	en	 cuenta	el	 gasto	público	disponible,	 la	previsión	de	 las	necesidades	de	 la	 sociedad	y	 la
compensación	de	los	desequilibrios	territoriales.

Límites	máximos	de	admisión	de	estudiantes.‐	El	Gobierno,	previo	acuerdo	de	la	Conferencia	General	de
Política	Universitaria	podrá,	para	poder	cumplir	las	exigencias	derivadas	de	Directivas	comunitarias	o
de	convenios	internacionales,	o	bien	por	motivos	de	interés	general	igualmente	acordados	en	la	Confe‐
rencia	General	de	Política	Universitaria,	establecer	límites	máximos	de	admisión	de	estudiantes	en	los
estudios	de	que	se	trate.	Dichos	límites	afectarán	al	conjunto	de	las	universidades	públicas	y	privadas.
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TEMA	15.‐	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	CÁDIZ.	NATURALEZA,
FUNCIONES,	PRINCIPIOS	Y	FINES	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	CÁDIZ.

INTRODUCCIÓN

Con	la	constitución	de	su	primer	Claustro,	el	30	de	Octubre	de	1979,	nace	la	Universidad	de	Cádiz	(UCA),
culminando	así	un	largo	proceso	de	reivindicación	de	una	institución	universitaria	que	recupera,	para	Cádiz
y	su	provincia,	 la	fructífera	tradición	de	estudios	superiores	iniciados	y	desarrollados	al	amparo	de	las
actividades	marítimas	y	comerciales	en	las	edades	moderna	y	contemporánea.Los	antecedentes	históricos
de	los	estudios	superiores	en	Cádiz	se	remontan	al	siglo	XV,	cuando	se	crea	el	Colegio	de	Pilotos	de	los	Mares
de	Levante	y	Poniente,	en	el	ámbito	de	la	cofradía	de	los	Vizcaínos,	cuyos	estudios	de	cosmografía	y	matemá‐
ticas	alcanzaron	gran	notoriedad	y	prestigio.

Jurídicamente,	 fue	 la	Ley	29/1979,	de	30	de	octubre,	quien	creó	 las	Universidades	de	Alicante,	Cádiz	y
Politécnica	de	Las	Palmas.	La	UCA	constaba	inicialmente	de	las	Facultades	de	Ciencias	y	Medicina,	Escuelas
Universitarias	de	Estudios	Empresariales,	de	Profesorado	de	Educación	General	Básica,	de	Ingeniería	Técnica
Industrial,	de	Ingeniería	Técnica	Naval	y	de	Enfermería,	existentes	en	Cádiz,	y	las	de	Ingeniería	Industrial
de	Algeciras	y	de	Estudios	Empresariales	de	Jerez	de	la	Frontera,	actualmente	dependientes	todas	ellas	de
la	Universidad	de	Sevilla	y	de	la	Facultad	de	Filosofía	y	Letras	y	la	de	Derecho	(ésta	con	sede	en	Jerez	de	la
Frontera)	de	nueva	creación.

1.‐	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	CÁDIZ

Mediante	Decreto	281/2003,	de	7	octubre,	se	aprobaron	los	Estatutos	de	la	Universidad	de	Cádiz	(BOJA	núm.
207,	de	28	de	octubre,	y	BOE	279/2003,	de	21	de	noviembre).	Fueron	modificados	posteriormente	por
Decreto	2/2005,	de	11	de	enero,	para	su	adaptación	a	lo	establecido	en	la	Ley	15/2003,	de	22	de	diciembre,
Andaluza	de	Universidades;	Decreto	4/2007,	de	9	de	enero;	Decreto	233/2011,	de	12	de	julio;	y	Decreto
197/2017.

Los	Estatutos	constan	de	235	artículos	distribuidos	en	un	Título	Preliminar	y	10	Títulos,	con	el	siguiente
contenido.

•	TÍTULO	PRELIMINAR.	NATURALEZA,	FUNCIONES,	PRINCIPIOS	Y	FINES	DE	LA	UCA

•	TÍTULO	I.‐	ESTRUCTURA	DE	LA	UNIVERSIDAD

CAPÍTULO	I.	DISPOSICIONES	GENERALES
CAPÍTULO	II.	FACULTADES	Y	ESCUELAS
CAPÍTULO	III.	LOS	DEPARTAMENTOS
CAPÍTULO	IV.	INSTITUTOS	UNIVERSITARIOS	DE	INVESTIGACIÓN
CAPÍTULO	V.	LOS	CENTROS	ADSCRITOS
CAPÍTULO	VI.	OTROS	CENTROS
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TEMA	16.‐	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	CÁDIZ.	EL	RÉGIMEN	ECONÓ‐
MICO	Y	FINANCIERO.	NORMAS	DE	EJECUCIÓN	DEL	PRESUPUESTO	DE	LA	UNIVERSI‐
DAD	DE	CÁDIZ:	EL	PRESUPUESTO	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	CÁDIZ,	LOS	CRÉDITOS	Y

SUS	MODIFICACIONES,	EJECUCIÓN	DEL	PRESUPUESTO.

1.‐	REGULACIÓN	ESTATUTARIA	DEL	RÉGIMEN	ECONÓMICO	Y	FINANCIERO	DE	LA	UCA

La	UCA	gozará	de	autonomía	económica	y	financiera	de	acuerdo	con	lo	establecido	en	la	LOU	y	en	la	legisla‐
ción	autonómica,	y	dispondrá	de	los	recursos	necesarios	para	el	desempeño	de	sus	funciones.

1.1.‐	EL	PATRIMONIO

Patrimonio	de	la	Universidad.‐	El	patrimonio	de	la	Universidad	de	Cádiz	está	constituido	por	el	conjunto	de
bienes,	derechos	y	obligaciones	cuya	titularidad	ostente	y	cuantos	otros	pueda	adquirir	o	le	sean	atribui‐
dos	por	el	ordenamiento	jurídico.

Formarán	parte	del	patrimonio	de	la	Universidad,	los	derechos	de	propiedad	industrial	y	propiedad
intelectual	de	los	que	esta	sea	titular	como	consecuencia	del	desempeño	por	el	personal	de	la	Universi‐
dad	de	las	funciones	que	les	son	propias.	La	administración	y	gestión	de	dichos	bienes	se	ajustará	a	lo
previsto	a	tal	efecto	en	la	citada	Ley	14/2011,	de	la	Ciencia,	la	Tecnología	y	la	Innovación.

La	Universidad	de	Cádiz	es	titular	de	los	bienes	de	dominio	público	afectos	al	cumplimiento	de	sus
funciones,	así	como	de	los	que,	en	el	futuro,	se	destinen	a	estos	mismos	fines	por	el	Estado	o	por	la
Comunidad	Autónoma	de	Andalucía.	

Se	incorporarán	al	patrimonio	de	la	Universidad	de	Cádiz	las	donaciones	que	reciba	y	el	material	inventa‐
riable	y	bibliográfico	que	se	adquiera	con	cargo	a	los	fondos	de	investigación	o	contratación	con	terceros,
salvo	aquél	que	por	convenio	deba	adscribirse	a	otras	entidades,	sin	menoscabo	del	resto	de	bienes	que
por	su	naturaleza	hayan	de	inventariarse	y	con	independencia	de	su	fuente	de	financiación	o	capítulo
presupuestario	donde	se	hubieran	adscrito.

Incumbe	a	toda	la	comunidad	universitaria	la	conservación	y	correcta	utilización	del	patrimonio	de	la
Universidad	de	Cádiz.	El	incumplimiento	de	estas	obligaciones	será	objeto	de	sanción	conforme	a	la
legislación	vigente	y	a	las	normas	que	en	su	desarrollo	dicte	el	Consejo	de	Gobierno.

Administración	y	disposición	de	bienes.‐	La	administración,	disposición,	desafectación	y	tributación	de	los
bienes	de	dominio	público,	así	como	la	administración,	disposición	y	tributación	de	los	bienes	patrimo‐
niales	se	ajustarán	a	las	normas	generales	que	rijan	esta	materia.	En	concreto,	los	actos	de	disposición
de	bienes	inmuebles	de	titularidad	universitaria,	así	como	de	los	muebles	cuyo	valor	exceda	de	la	cuantía
que	se	establezca	en	las	normas	que	al	respecto	determine	la	Comunidad	Autónoma	de	Andalucía,	serán
acordados	por	el	Consejo	de	Gobierno,	con	la	aprobación	del	Consejo	Social.	Por	lo	que	respecta	al	resto
de	bienes	patrimoniales,	los	actos	de	disposición	corresponderán	al	Rector	o	cargo	en	quien	delegue.
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TEMA	17.‐	EL	TERCER	PLAN	ESTRATÉGICO	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	CÁDIZ:
MISIÓN,	VISIÓN	Y	VALORES;	DIMENSIONES	Y	OBJETIVOS.

INTRODUCCIÓN

El	Tercer	Plan	Estratégico	de	la	Universidad	de	Cádiz	(PEUCA3)proyecta	un	horizonte	de	actuación	para	tres
años	(2021‐2024)	y	establece	que	la	misión	de	la	UCA	es	ser	“una	institución	pública	comprometida	con	su
entorno,	 entregada	 a	 la	 generación,	 difusión	 y	 transferencia	 del	 conocimiento	 y	 cultura,	 así	 como	 a	 la
formación	integral	a	lo	largo	de	toda	la	vida”.	De	este	modo,	y	“desde	el	convencimiento	de	su	vocación	de
servicio	público,	el	PEUCA3	concreta	que,	en	el	actual	contexto,	la	misión	de	la	Universidad	de	Cádiz	es
“desempeñar	un	papel	esencial	en	el	desarrollo	económico,	social	y	ambiental	del	territorio,	generando
riqueza	y	empleo	mediante	la	capacitación	de	personas,	el	impulso	de	la	cultura	solidaria	y	emprendedora,
la	calidad,	la	innovación,	la	excelencia	y	la	internacionalización	en	todas	sus	dimensiones	(docencia,	investi‐
gación,	transferencia	y	gestión)”.

El	proceso	de	elaboración	del	PEUCA3	se	ha	estructurado	en	distintos	pasos:	Formulación	de	las	bases	del
plan	estratégico	por	el	Consejo	de	Dirección	de	la	UCA	(Fase	1:	enero	2021),	Formulación	de	cambios	del	plan
estratégico	(Fase	2:	febrero	2021),	Integración	(Fase	3:	marzo/abril	2021),	Presentación	y	discusión	con
diferentes	grupos	de	interés	(Fase	4:	mayo	2021),	Exposición	pública	y	recogida	de	sugerencias	(Fase	V:
junio	2021)	y	Presentación	y	aprobación	por	parte	del	Consejo	de	Gobierno	(Fase	VI:	julio	2021).

El	PEUCA3	se	ha	sometido	a	numerosas	revisiones,	conscientes	de	que	 la	comunidad	universitaria	y	el
entorno	debía	formar	parte	del	proceso	de	elaboración.	La	Delegación	del	Rector	para	el	Plan	Estratégico	ha
contado	con	el	asesoramiento	y	las	aportaciones	de	decanos,	directores	de	centros,	directores	de	departa‐
mento,	representantes	del	personal	UCA	en	diferentes	niveles	(PAS,	PDI),	Consejo	Social,	Consejo	de	Estu‐
diantes	y	técnicos	que,	desde	la	Comisión	Técnica	para	la	elaboración	del	PEUCA3,	han	ido	implementado
sus	contenidos:	recogida	y	tratamiento	de	datos,	funcionamiento	de	las	unidades	de	gestión,	etc.

Su	estructura	es	la	siguiente:

Introducción

Información	Institucional	de	la	Universidad	de	Cádiz

Metodología

Cronograma	de	Actividades

Equipo	Coordinador

Comisión	Técnica	del	PEUCA3

Misión,	Visión	y	Valores




